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Evelio de Jesùs Restrepo Grajales vs Megabus S.A. y otros

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

Providencia: 

     Auto de Segunda Instancia, 09 de diciembre de 2016
Radicación No: 
                        66001-31-05-004-2009-00162-04
Proceso: 

    
    Ejecutivo Laboral.

Demandante:

    Evelio de Jesús Restrepo Grajales
Demandado:

    Megabus S.A. y otros
Juzgado de origen:
 
   Cuarto Laboral del Circuito de Pereira 
Magistrado Ponente:
   
    Francisco Javier Tamayo Tabares
Tema a Tratar:          
Extinción del poder por muerte del mandante. De la norma citada, se deprende de manera clara que la muerte del poderdante tiene efectos, dependiendo de si el proceso ha iniciado o no. Si ya se presentó la demanda que motivó la entrega de poder especial, el poder no se entiende finalizado, manteniendo el portavoz judicial las facultades conferidas en pro de cumplir su mandato, salvo que los herederos o sus sucesores revoquen el poder. Si el proceso no se ha iniciado, el mandato finiquita ante el deceso del mandante, de conformidad con las pautas trazadas en el artículo 2189 núm. 5º y 2194 del Código Civil. Ejecución de la sentencia proferida en proceso ordinario. No es un nuevo proceso. Como se observa, el apoderado cuenta con facultades para actuar en todo el curso del proceso en pro de lograr el beneficio de su poderdante, inclusive, pudiendo actuar con posterioridad al fallo en todo lo que sea consecuencia de la sentencia, lo que incluye lógicamente, la ejecución de la misma, tal como lo precisa el artículo 335 del CPC –actual 306 CGP-. Es que la ejecución de la sentencia, no es un proceso aparte e independiente del proceso inicial –ordinario-, pues en realidad lo que busca no es más que materializar el derecho declarado en la sentencia que finiquitó el proceso, razón por la que, tal como se desprende del canon 335 del CPC, se adelanta en el mismo expediente, ante el juez de conocimiento del proceso ordinario o declarativo y no requiere formular nueva demanda, bastan la simple petición de mandamiento.
OBJETO.
La Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en Sala de decisión, procede a desatar el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la parte ejecutante, contra los autos del 29 de febrero y 15 de abril del corriente año, dictados por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ejecutivo a continuación del ordinario laboral promovido por Evelio de Jesús Restrepo Grajales a Megabus S.A. y otros. 
Previamente se discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, el cual corresponde al siguiente,

AUTO:

Con sentencia del 06 de diciembre de 2012 del Juzgado Cuarto Laboral del Circuito Adjunto No. 01, confirmada por la Sala de Descongestión Laboral del Tribunal Superior de Cali, se impuso a cargo de parte de los codemandados el pago de unas prestaciones laborales. Ante petición del portavoz judicial del actor, se libró orden de pago en contra de los referidos el 19 de septiembre de 2013.

Mediante auto del 05 de noviembre de 2014, el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión, que por entonces conocía el proceso, ante petición del Municipio de Pereira, libró orden de pago contra Restrepo Grajales, por las costas que se le habían impuesto a favor de la entidad territorial, disponiéndose su notificación personal.

Reasumido el conocimiento del asunto por parte del Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta capital, mediante auto del 29 de febrero hogaño, dispuso que al tenor del artículo 300 del CGP y atendiendo a que el señor Evelio obra como ejecutante y ejecutado, debe tenerse por notificado del mandamiento de pago en su contra, con la notificación por estado de esa providencia -1º de marzo de 2016-, procediendo a otorgarle los términos correspondientes.

El portavoz judicial del señor Restrepo Grajales interpuso recurso de apelación contra esa decisión, estimando que la misma afecta el derecho al debido proceso de su representado, máxime cuando existe norma propia en el procedimiento laboral, que impone la forma como debe surtirse la notificación personal. Alude además el togado, que él no está legitimado para representar al demandante, por cuanto el poder está destinado al curso de la demanda ordinaria laboral, tendiente al cobro de prestaciones.

El día 15 de abril del año en curso, y ante el conocimiento de que el ejecutante había fallecido el 20 de enero de 2009, se dispuso anular la decisión que libró orden de pago a favor del señor Restrepo Grajales y disponer la terminación de la ejecución, argumentando para ello que ante la muerte del poderdante el poder había finalizado. Señala que si bien el canon 69 del CPC, determina que la muerte no pone fin al mandato cuando ya se ha presentado la demanda, se tiene que el objeto del poder estaba limitado a la presentación y tramite de la demanda ordinaria laboral para el cobro de prestaciones, mas no para la ejecución, atendiendo que se trata de un proceso diferente, por lo que ante el fallecimiento del actor era necesario que los herederos confirieran poder.
El apoderado judicial estuvo inconforme con la determinación tomada y propuso recurso de apelación, indicando que la muerte del mandante no extingue el poder. Destaca que la ejecución de la sentencia, busca materializar la sentencia obtenida en el proceso ordinario, por lo que no se trata de un nuevo proceso, tal como se desprende de la redacción del artículo 306 del CGP.
Concedida la alzada se remitieron las diligencias a esta Sala para desatarla, lo que se procede a hacer previas las siguientes,

CONSIDERACIONES:

Son dos los problemas jurídicos que debe resolver el Despacho y que se concretan en los siguientes interrogantes: 
¿Estaba facultado el apoderado judicial que en vida había constituido el señor Evelio de Jesús Restrepo Grajales, para pedir la ejecución de la sentencia obtenida en el proceso ordinario?

¿Es susceptible de apelación el auto que ordena que la notificación de una providencia se efectúe en virtud de lo ordenado en el canon 300 del CGP?
Para resolver el primero de los dilemas en cuestión, es necesario tener en cuenta lo dispuesto en el canon 76 del CGP sobre la terminación del poder, puntualmente, el inciso 5º, cuyo tenor literal, igual al del inciso 5º del canon 69 del CPC, expresa:

“La muerte del mandante o la extinción de las personas jurídicas no ponen fin al mandato judicial si ya se ha presentado la demanda, pero el poder podrá ser revocado por los herederos o sucesores”.
De la norma citada, se deprende de manera clara que la muerte del poderdante tiene efectos, dependiendo de si el proceso ha iniciado o no. Si ya se presentó la demanda que motivó la entrega de poder especial, el poder no se entiende finalizado, manteniendo el portavoz judicial las facultades conferidas en pro de cumplir su mandato, salvo que los herederos o sus sucesores revoquen el poder. Si el proceso no se ha iniciado, el mandato finiquita ante el deceso del mandante, de conformidad con las pautas trazadas en el artículo 2189 núm. 5º y 2194 del Código Civil.

Establecida esta inicial pauta, es indispensable determinar si la ejecución de una sentencia dictada en un juicio ordinario, constituye una etapa más del proceso ordinario o es una nueva actuación y, cómo debe proseguirse en caso de fallecimiento del titular de los derechos.

Para cumplir con el objetivo trazado, es indispensable verificar qué facultades tiene un apoderado judicial. Las mismas se relacionan en el canon 70 del CPC, norma a la que se acude por ser la vigente al momento de dársele inicio a la ejecución en este proceso. Dice la norma en comento: 

“Facultades del apoderado. El poder para litigar se entiende conferido para los siguientes efectos:

Solicitar medidas cautelares y demás actos preparatorios del proceso, adelantar todo el trámite de éste, realizar las actuaciones posteriores que sean consecuencia de la sentencia y se cumplan en el mismo expediente, y cobrar ejecutivamente en proceso separado las condenas impuestas en aquella”.
Como se observa, el apoderado cuenta con facultades para actuar en todo el curso del proceso en pro de lograr el beneficio de su poderdante, inclusive, pudiendo actuar con posterioridad al fallo en todo lo que sea consecuencia de la sentencia, lo que incluye lógicamente, la ejecución de la misma, tal como lo precisa el artículo 335 del CPC –actual 306 CGP-.

Es que la ejecución de la sentencia, no es un proceso aparte e independiente del proceso inicial –ordinario-, pues en realidad lo que busca no es más que materializar el derecho declarado en la sentencia que finiquitó el proceso, razón por la que, tal como se desprende del canon 335 del CPC, se adelanta en el mismo expediente, ante el juez de conocimiento del proceso ordinario o declarativo y no requiere formular nueva demanda, bastan la simple petición de mandamiento.

Por ello, encuentra esta Sala que la a quo se equivocó al indicar que la ejecución de la sentencia era un nuevo proceso y que, por tanto, el apoderado de la parte actora, carecía de poder para actuar, porque en verdad, la muerte del señor Restrepo Grajales, como ya se vio, no extinguió el mandato, pudiendo -claro está- los herederos revocar el poder en cualquier momento.

Así las cosas, se revocará el auto del 15 de abril de 2016 y en su lugar se dispondrá la continuación del proceso ejecutivo a continuación del proceso ordinario.

Resuelto el primero de los dilemas propuestos, pasará la Sala a resolver el segundo, esto es, la procedencia del recurso de apelación propuesta por el portavoz de la parte demandante, contra el auto que dispuso la notificación del mandamiento de pago librado en contra del señor Restrepo Grajales y a favor del Municipio de Pereira se surta conforme al artículo 300 del CGP.   
Pues bien, se tiene que el canon 65 del CPTSS, establece qué providencias son susceptibles del recurso de apelación, y una vez verificado el listado, se observa que no está enlistada la que establezca la forma como debe surtirse una notificación, por lo que el recurso propuesto contra la providencia del 29 de febrero hogaño es inadmisible.

Al margen de lo anterior, es pertinente señalar que al haber ocurrido el deceso del señor Restrepo Grajales en el año 2009 y el haber tenido causa la condena por costas procesales que se ejecuta en su contra, fecha posterior -2013-, la misma debió dirigirse en contra de los herederos del deudor. Es decir, que al ser la génesis de la ejecución en contra de Restrepo Grajales posterior y diferente al mandato constituido, queda en entredicho la posibilidad de que el togado estuviere legitimado para recibir la notificación del mandamiento de pago, en los términos del canon 300 del CGP, aspecto que sin embargo no puede dilucidarse en virtud del recurso de apelación propuesto por su improcedencia, pero que deberá analizarse en primera instancia.
Por lo tanto, se insiste, se declarará inadmisible el recurso de apelación propuesto contra esta providencia.

Sin necesidad de mayores consideraciones y en mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira – Risaralda

RESUELVE

1. Revocar el auto del 15 de Abril de 2016, dictado por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, en el proceso de la referencia y en su lugar, ordenar que se continúe el trámite del proceso ejecutivo.
2. Declarar inadmisible el recurso de apelación contra la providencia del 29 de febrero de 2016, conforme a lo dicho, con las precisiones anotadas en la parte motiva.

Costas en esta instancia no se causaron.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

   Magistrado

JULIO CÈSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado
Alonso Gaviria Ocampo
Secretario
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